




 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN “D” 

 
 

Bogotá, D. C., veintiséis (26) de enero de dos mil veintiuno (2021) 
 

Expediente: 11001-33-35-026-2019-00524-01 

Demandante: Cesar Augusto Rincón Vicentes 

Demandado: Nación – Fiscalía General de la Nación 

Magistrado Sustanciador: Dr. CERVELEÓN PADILLA LINARES 

-------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
 

Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la 

parte demandante, en virtud de lo dispuesto en el artículo 125 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, contra la 

providencia proferida el día veinticuatro (24) de febrero de dos mil veinte (2020), 

por el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del Circuito Judicial de Bogotá D.C., 

mediante la cual se rechazó la demanda, al no corregirse en la forma indicada en 

el auto inadmisorio. 

 
 

ANTECEDENTES 
 

Cesar Augusto Rincón Vicentes, por intermedio de apoderado judicial, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho sin cuantía con la finalidad de solicitar la nulidad del Oficio 20183000651 / 

Oficio No. STH – 30100 del 17 de enero de 2018 por medio del cual se negó la 

modificación de una comisión de servicios y la Resolución No. 0000922 del 04 de 

julio de 2018 mediante la cual se resolvió una solicitud de revocatoria directa del 

Oficio 20183000651 / Oficio No. STH – 30100 del 17 de enero de 2018. 

 

A título de restablecimiento del derecho solicita «Que, para efectos de evitar un perjuicio 

irremediable al suscrito respecto a sus derechos laborales y/o de carrera se ordene al Señor Fiscal 

General de la Nación conceder la comisión solicitada sin afectar la solución de continuidad laboral 

del servidor.» 

 
Este asunto fue radicado inicialmente ante el H. Consejo de Estado por 

considerarse como un proceso que carece de cuantía, corporación que mediante 

auto del primero (01) de agosto de dos mil diecinueve (2019), al estudiar la 

admisibilidad de la demanda señaló que el presente asunto si tiene contenido 

económico, toda vez que al conceder la pretensión de acceder a la comisión de 

servicios solicitada, surgiría el pago de diferencias salariales y prestacionales 

entre el cargo de fiscal delegado ante los jueces penales municipales y el cargo 

director administrativo y financiero del Centro de Memoria Histórica. En 

consecuencia, resolvió remitir el proceso a los juzgados administrativos de Bogotá 

D.C., sección segunda, reparto, para que proceda a inadmitir la demanda con el 

fin de que el actor establezca el valor de sus pretensiones y, así se decida si 
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avoca conocimiento o lo remite al Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

(Archivo No. 3 del expediente digital). 

 
Posteriormente, el Juzgado Veintiséis Administrativo oral del Circuito Judicial de 

Bogotá D.C., mediante auto del veintisiete (27) de enero de dos mil veinte (2020) 

resolvió inadmitir la demanda para que el actor realizara: 1. Adecuar la demanda 

al medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho y solicitar el 

restablecimiento del derecho directamente violado; 2. Estableciera la estimación 

razonada de la cuantía; 3. Allegara copia de la demanda y sus anexos en medio 

magnético; 4. Señalara las normas violadas y el concepto de violación; 5. Allegara 

el acta de conciliación con su respectiva constancia (Paginas 3 al 6 del Archivo 

No. 4 del expediente digital). 

 

Así mediante escrito radicado el 11 de febrero de 2020 la parte demandante 

subsano la demanda de acuerdo con lo señalado por el a quo, excepto en lo 

relacionado con la estimación razonada de la cuantía, frente a lo cual insistió en 

que la demanda carece de la misma (Paginas 7 al 14 del Archivo No. 4 del 

expediente digital). 

 
   

EL AUTO APELADO  
 

El Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del Circuito Judicial Bogotá D.C., 

mediante auto proferido el veinticuatro (24) de febrero de dos mil veinte (2020), 

rechazó la demanda en atención a que no se adecuó la demanda de conformidad 

con lo establecido en auto del veintisiete (27) de enero de dos mil veinte (2020), 

de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 169 del C.P.A.C.A. 

(Paginas 50 al 52 del Archivo No. 4 del expediente digital). 

 
 

EL RECURSO DE APELACIÓN 
 
Manifiesta el recurrente que no estimó razonablemente la cuantía como lo requirió 

el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del Circuito Judicial Bogotá D.C., porque 

adelanta un proceso judicial de nulidad y restablecimiento del derecho contra la 

Fiscalía General de la Nación que cursa en la Sección Segunda del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca que tiene pretensiones económicas de 

restablecimiento, por lo cual consideró tramitar este proceso sin cuantía. 

 

Alega igualmente que, interpuso dos acciones judiciales independientes porque 

las decisiones de la Fiscalía General de la Nación objeto de debate se dieron en 

fechas distintas. Por lo anterior, solicita se revoque la decisión que dispuso el 

rechazo de la demanda y en su defecto se admita la misma (Paginas 53 al 55 del 

Archivo No. 4 del expediente digital). 
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CONSIDERACIONES 
 
Advierte la Sala que si bien es cierto el recurso de apelación recae sobre el auto 

que rechazó la demanda, éste a su vez se fundamenta en el auto que inadmitió la 

misma, por tal razón se hace necesario estudiar dicha providencia para resolver el 

recurso de apelación1. 

 

En el sub examine, el a quo inadmitió la demanda, al considerar que la parte 

actora: 1. Adecuar la demanda al medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho y solicitar el restablecimiento del derecho directamente violado; 2. 

Estableciera la estimación razonada de la cuantía; 3. Allegara copia de la 

demanda y sus anexos en medio magnético; 4. Señalara las normas violadas y el 

concepto de violación; 5. Allegara el acta de conciliación con su respectiva 

constancia, por lo cual el 11 de febrero de 2020 la parte presentó escrito 

subsanando la demanda, pero en lo referente a la estimación razonada de la 

cuantía insistió en que la demanda carece de cuantía. 

 

Al respecto, la Sala encuentra necesario señalar que, la cuantía es un factor para 

determinar la competencia, entiéndase por este concepto la medida como se 

distribuye la jurisdicción entre las distintas autoridades judiciales2, es decir, que la 

finalidad de establecer la cuantía en un proceso es la de determinar quién es el 

juez competente para conocerlo. 

 

Ahora bien, el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, señala que: 

 
«Se inadmitirá la demanda que carezca de los requisitos señalados en la 
ley por auto susceptible de reposición, en el que se expondrán sus 
defectos, para que el demandante los corrija en el plazo de diez (10) 
días. Si no lo hiciere se rechazará la demanda.» 

 

En concordancia con la anterior disposición el numeral 2º del artículo 169 ibídem 

dispone que se rechazará la demanda: «Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere 

corregido la demanda dentro de la oportunidad legalmente establecida.». 

 
De las anteriores normas se tiene que cuando se presente una demanda que 

carezca de los requisitos y formalidades previstos en la ley, se otorgará al 

demandante un término de diez (10) días para corregirla, y en caso de no hacerlo 

se procederá al rechazo de la misma; si se actuara de otra manera, se estaría 

incumpliendo con las disposiciones procesales contempladas en el C. P. A. C. A., 

normas que son de orden público, y que además hacen parte del debido proceso 

que es un derecho fundamental protegido en la Constitución Política, el cual debe 

hacer cumplir el director del proceso.        

 

                                                           
1 CONSEJO DE ESTADO.- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- SECCIÓN TERCERA.- Auto 
del tres (3) de marzo de dos mil diez (2010).- Consejera Ponente: Dra. RUTH STELLA CORREA PALACIO.- 
Expediente No. 27001-23-31-000-2009-00001-01 (36926).- Actor: Jorge Luis Ruiz Eusse y Otros. 
2 MATTIROLLO, Luis, Tratado de Derecho Procesal Civil, t .I, Madrid, Editorial Reus, 1930, página3. 
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Así las cosas, como en el sub lite la parte actora no subsanó la demanda en la 

forma indicada en el auto inadmisorio, dado que insistió en que la presente 

demanda carece de cuantía, en la parte resolutiva de este proveído se confirmará 

la decisión adoptada por el Juzgado Veintiséis Administrativo Oral del Circuito 

Judicial de Bogotá, D. C., en el auto del veinticuatro (24) de febrero de dos mil 

veinte (2020), consistente en el rechazo de la demanda en virtud de lo dispuesto 

en los artículos 169 y 170 del C.P.A.C.A.  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- CONFÍRMASE el auto proferido por el Juzgado Veintiséis 

Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, D. C., de fecha veinticuatro (24) de 

febrero de dos mil veinte (2020), mediante el cual se rechazó la demanda por no 

subsanarse en la forma indicada en el auto que la inadmitio, por lo razones aquí 

expuestas. 

 

SEGUNDO.- Por la Secretaría de la Subsección “D”, de la Sección Segunda de 

esta Corporación, NOTIFÍQUESE esta providencia, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 201 del CPACA, modificado por el artículo 50 de la Ley 

2080 de 2021. 

 

TERCERO. - Una vez ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente 

al Juzgado de origen 

 
Notifíquese y Cúmplase 

 

 
Aprobado como consta en acta de la fecha 

 

CERVELEÓN PADILLA LINARES 
Magistrado 

 
 
 

 

 

ALBA LUCIA BECERRA AVELLA                        ISRAEL SOLER PEDROZA 
                   Magistrada                                      Magistrado 
CPL/app                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  
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SECCIÓN SEGUNDA 

SUBSECCIÓN “D” 

  

Bogotá, D. C., once (11) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente: 25000-23-42-000-2018-00380-00. 

Demandante: Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.  

Demandada: Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones- y 

Limbania Ferrucho Pérez. 

 

Procede el Despacho a dar continuación al trámite del proceso de la referencia, 

teniendo en cuenta las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

En audiencia inicial celebrada el 31 de octubre de 2019, se concedió el recurso de 

apelación parcial, interpuesto por la parte demandada contra el auto que declaró no 

probadas las excepciones de inepta demanda, caducidad y prescripción (Fls. 135 al 

139 del cuaderno principal). 

 

Posteriormente, el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B”, mediante 

auto del 29 de enero de 2020, confirmó el auto apelado (Fls. 143 al 145 del cuaderno 

principal). Por tal motivo, se ordena el obedecimiento y cumplimiento a lo resuelto 

por el superior. 

 

Así las cosas, dado que las excepciones previas fueron resueltas en la suspendida 

audiencia inicial, y comoquiera que en el presente proceso no es necesario practicar 

pruebas, pues basta con las aportadas por las partes, con la demanda y la 

contestación, las cuales resultan suficientes para proferir decisión de fondo, este 

Despacho prescinde de la audiencia de pruebas, de conformidad con el artículo 

1791 del CPACA, modificado por el artículo 39 de la Ley 2080 de 2021. En 

consecuencia, se incorporarán, con el valor legal que les correspondan, todos y 

cada uno de los documentos que acompañan a la demanda y su contestación, 

visibles a folios 7 y 63 al 95 del cuaderno principal. 

 

De las pruebas que se incorporen a este proceso, se dará traslado a las partes y al 

Ministerio Público por el término de tres (3) días, con el fin de que puedan descorrer 

el traslado, tal y como lo establece el inciso segundo del artículo 1102 del CGP, 

aplicable a este procedimiento por remisión del artículo 3063 del CPACA, y en 

consonancia con lo señalado en la jurisprudencia del Consejo de Estado4. 

                                                 
1 Artículo 179. Etapas. (…) 
Cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere necesario practicar pruebas, el juez prescindirá de la audiencia de 
pruebas y podrá dictar la sentencia oral dentro de la audiencia inicial, dando previamente a las partes la posibilidad de 
presentar alegatos de conclusión. 
2 C.G.P. “Artículo 110.- Traslados. (…) 

Salvo norma en contrario, todo traslado que deba surtirse por fuera de audiencia, se surtirá en Secretaría por el término de 
tres (3) días y no requerirá de auto ni constancia en el expediente (…)”.     
3 Artículo 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de 

Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y actuaciones que correspondan a la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
4 Consejo de Estado; Sala de lo Contencioso Administrativo; Sección quinta; Consejero Ponente: Alberto Yepes Barreiro; 

Radicación: 11001032800020140011100. Actor: Adelaida Atuesta Colmenares. Auto del 5 de marzo de 2015. En dicha 
providencia se dijo: 
“…La Sala advierte que la anterior decisión se encuentra ajustada a derecho, pues como se mostró, habiéndose negado la 
práctica de la prueba testimonial es evidente que no es imperioso celebrar esta diligencia, máxime cuando el derecho al (sic) 
debido proceso se puede satisfacer colocando los documentos allegados al proceso a disposición de las partes por 
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Una vez surtido este traslado, y si no hubiere objeción o tacha alguna de las pruebas 

documentales decretadas, ni a que se falle por escrito, se da aplicación analógica a 

la parte final5 del artículo 181 del CPACA y, en tal virtud, se prescinde de la audiencia 

de alegaciones y juzgamiento, ya que se considera innecesaria. Por consiguiente, 

se correrá traslado para presentar por escrito los alegatos de conclusión dentro 

de los diez (10) días siguientes al vencimiento de los 3 días de traslado de las 

pruebas incorporadas, término común para las partes y el Ministerio Público, si a 

bien tiene conceptuar. Luego, entendiendo y aceptando que las partes están de 

acuerdo con que se falle por escrito (en virtud del numeral 2º del artículo 182A del 

CPACA, adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 de 2020), se dictará la 

sentencia dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes al vencimiento de este 

término común de alegaciones. 

 

Por último, de conformidad con el artículo 216 del CPACA, se ordenará a la 

Secretaría de la Subsección “D” de la Sección Segunda de este Tribunal, requerir a 

las partes y al Ministerio Público para que alleguen copia electrónica de las piezas 

procesales que se encuentren en su poder, en cumplimiento del deber constitucional 

de colaboración para el buen funcionamiento de la administración de la justicia 

(artículo 95-7 Constitución Política). 

 

En mérito de lo expuesto, se  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- Incorpórense, con el valor legal que les correspondan, todos y cada 

uno de los documentos que acompañan a la demanda y su contestación, visibles a 

folios 7 y 63 al 95 del cuaderno principal.  

 

SEGUNDO.- Por la Secretaría de la Subsección “D”, de la Sección Segunda de este 

Tribunal, córrase traslado a las partes y al Ministerio Público por el término de tres 

(3) días, para que se pronuncien sobre las pruebas documentales incorporadas y 

demás puntos considerados, conforme a los expuesto en la parte motiva de este 

proveído. 

 

TERCERO.- Vencido el término traslado ordenado en el ordinal anterior, y si no 

hubiere objeción o tacha alguna de las pruebas documentales decretadas, ni a que 

se falle por escrito, inmediatamente córrase traslado a las partes por el término 

común de diez (10) días para que presenten sus alegatos de conclusión, oportunidad 

en la cual podrá el Ministerio Público rendir su concepto si a bien lo tiene. Estos 

alegatos y concepto podrán presentarse electrónicamente al correo 

rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

CUARTO.- Por la Secretaría de la Subsección “D”, de la Sección Segunda de este 

Tribunal, requiérase a las partes y al Ministerio Público para que alleguen copia 

electrónica de las piezas procesales que se encuentren en su poder, conforme al 

artículo 216 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

                                                 
un término razonable y conjunto en el que aquellas podrán conocer el contenido íntegro de los documentos, tacharlos de 
falsos y realizar todas las acciones tendientes a materializar  el derecho a la defensa…” (Resalta la Sala)    

5 Artículo 181. Audiencia de pruebas. (…) 

En esta misma audiencia el juez y al momento de finalizarla, señalará fecha y hora para la audiencia de alegaciones y 
juzgamiento, que deberá llevarse a cabo en un término no mayor a veinte (20) días, sin perjuicio de que por considerarla 
innecesaria ordene la presentación por escrito de los alegatos dentro de los diez (10) días siguientes, caso en el cual dictará 
sentencia en el término de veinte (20) días siguientes al vencimiento de aquel concedido para presentar alegatos. En las 
mismas oportunidades señaladas para alegar podrá el Ministerio Público presentar el concepto si a bien lo tiene. 

mailto:rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Administrativo, y en cumplimiento del deber constitucional de colaboración para el 

buen funcionamiento de la administración de la justicia (artículo 95-7 Constitución 

Política).  

 

QUINTO.- Se insta a los apoderados de las partes a cumplir con el artículo 186 del 

CPACA, modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, para lo cual aportarán 

la dirección electrónica en que recibirán las notificaciones. 

 

SEXTO.- Por la Secretaría de la Subsección “D”, de la Sección Segunda de esta 

Corporación, notifíquese esta providencia, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 201 del CPACA, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021. 

Posteriormente, se adicionará el CD o el medio magnético que contenga toda la 

actuación electrónica al expediente físico del proceso, de conformidad con el 

artículo 216 ibidem.  

 

 

Notifíquese y cúmplase  

 

 

 
CERVELEÓN PADILLA LINARES 

Magistrado  
CPL/Geca 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA 

SUBSECCIÓN “D” 
 

Bogotá, D. C., once (11) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente: 11001-33-35-708-2015-00013-03 

Demandante: Miryam Ortiz Azuero   

Demandado: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social  

 
Conoce el Despacho del recurso de queja interpuesto por el apoderado de 

la entidad ejecutada, en contra del auto del diecinueve (19) de febrero de dos mil 
veinte (2020), por medio del cual el Juzgado Cincuenta y Dos Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá, D. C., declaró desierto el recurso de apelación en 
contra del auto del once (11) de diciembre de dos mil diecinueve (2019), mediante 
el cual se aprobó la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante y 
resolvió la objeción de la entidad ejecutada.   
 

                                  EL AUTO RECURRIDO 

 

El Juzgado Cincuenta y Dos Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 

D. C., mediante auto de fecha diecinueve (19) de febrero de dos mil veinte (2020), 

negó por considerarlo desierto el recurso de apelación interpuesto por la entidad 

ejecutada contra el auto que aprobó la liquidación del crédito presentada por la 

parte ejecutante y resolvió la objeción de la entidad ejecutada.  

 

El a quo indica que el recurso de apelación interpuesto por la entidad 

ejecutada contra el auto que resolvió la objeción a la liquidación del crédito carece 

de objeto, en la medida que los argumentos expuestos son incongruentes con lo 

dicho en el auto, toda vez que insiste en debatir la normativa aplicable para la 

liquidación de los intereses moratorios y la existencia de la obligación; temas que 

ya han sido absueltos en el trámite del proceso. (Archivo 30, cuaderno 02 del 

expediente digitalizado).    

 

FUNDAMENTOS DE LA QUEJA 

 

 Alega el recurrente que el artículo 446 del Código General del Proceso 

dispone la procedencia del recurso de apelación contra el auto que resuelve la 

objeción a la liquidación del crédito. Por lo tanto, al ser sustentado y presentado en 

término, debe ser concedido. (Archivo 31, cuaderno 02 del expediente 

digitalizado).    

        

CONSIDERACIONES 

 

El proceso ejecutivo no está regulado en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; por lo tanto, la falta de 

procedimiento especial para la ejecución de sentencias y actos administrativos 

ante la jurisdicción Contenciosa Administrativa genera la necesidad de remitirse a 
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las normas establecidas en la ley general para esta clase de procesos, como lo 

dispone el artículo 306 ibidem. Así las cosas, el artículo 446 del Código General 

del Proceso regula la etapa de liquidación del crédito y dispone la procedencia del 

recurso de apelación contra el auto que resuelve la objeción a la liquidación del 

crédito, en los siguientes términos: 

 

“ARTÍCULO 446. LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO Y LAS COSTAS. Para la 

liquidación del crédito y las costas, se observarán las siguientes reglas: 

 

(…) 

 

3. Vencido el traslado, el juez decidirá si aprueba o modifica la liquidación por 

auto que solo será apelable cuando resuelva una objeción o altere de oficio la 

cuenta respectiva. El recurso, que se tramitará en el efecto diferido, no impedirá 

efectuar el remate de bienes, ni la entrega de dineros al ejecutante en la parte 

que no es objeto de apelación”. 

  
Ahora bien, es menester recordar que la normativa procesal dispone 

determinados requisitos para la concesión del recurso de apelación, los cuales 

están dispuestos en el artículo 322 del CGP, a saber:  

 

“ARTÍCULO 322. OPORTUNIDAD Y REQUISITOS. El recurso de apelación se 

propondrá de acuerdo con las siguientes reglas: 

 

1. El recurso de apelación contra cualquier providencia que se emita en el curso de 

una audiencia o diligencia, deberá interponerse en forma verbal inmediatamente 

después de pronunciada. El juez resolverá sobre la procedencia de todas las 

apelaciones al finalizar la audiencia inicial o la de instrucción y juzgamiento, según 

corresponda, así no hayan sido sustentados los recursos. 

 

La apelación contra la providencia que se dicte fuera de audiencia deberá 

interponerse ante el juez que la dictó, en el acto de su notificación personal o por 

escrito dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación por estado. 

 

2. La apelación contra autos podrá interponerse directamente o en subsidio de la 

reposición. Cuando se acceda a la reposición interpuesta por una de las partes, la 

otra podrá apelar del nuevo auto si fuere susceptible de este recurso. 

 

Proferida una providencia complementaria o que niegue la adición solicitada, dentro 

del término de ejecutoria de esta también se podrá apelar de la principal. La 

apelación contra una providencia comprende la de aquella que resolvió sobre la 

complementación. 

 

Si antes de resolverse sobre la adición o aclaración de una providencia se hubiere 

interpuesto apelación contra esta, en el auto que decida aquella se resolverá sobre 

la concesión de dicha apelación. 

 

3. En el caso de la apelación de autos, el apelante deberá sustentar el recurso ante 

el juez que dictó la providencia, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

notificación, o a la del auto que niega la reposición. Sin embargo, cuando la decisión 

apelada haya sido pronunciada en una audiencia o diligencia, el recurso podrá 

sustentarse al momento de su interposición. Resuelta la reposición y concedida la 

apelación, el apelante, si lo considera necesario, podrá agregar nuevos argumentos 

a su impugnación, dentro del plazo señalado en este numeral. 
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Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en 

la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes 

a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada por fuera de 

audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la 

decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior. 

 

Para la sustentación del recurso será suficiente que el recurrente exprese las 

razones de su inconformidad con la providencia apelada. 

 

Si el apelante de un auto no sustenta el recurso en debida forma y de manera 

oportuna, el juez de primera instancia lo declarará desierto. La misma decisión 

adoptará cuando no se precisen los reparos a la sentencia apelada, en la forma 

prevista en este numeral. El juez de segunda instancia declarara desierto el recurso 

de apelación contra una sentencia que no hubiere sido sustentado”. (Se resalta 

ahora).  

 

El requisito de realizar una sustentación adecuada del recurso es 

fundamental, en la medida que con este se determina la compentencia funcional 

del juez de segunda instancia, pues se recuerda que el estudio que debe realizar 

sobre la providencia impugnada solo puede circunscribirse a las razones de 

inconformidad o juicio de reproche esbozados por el apelante sobre la decisión del 

a quo, quedando vedado, salvo excepciones legales, pronunciarse sobre los 

temas aceptados por el recurrente1.  

 

Es así como, la sustentación en debida forma del recurso de apelación, esto 

es, que debe ser congruente con lo expresado en la providencia impugnada, se 

convierte en un requisito de procedibilidad del mismo. Así lo ha determinado la 

jurisprudencia del Consejo de Estado, por ejemplo, en la sentencia del 3 de marzo 

de 2016, Radicación No. 70001-23-31-000-2011-02066-01, Consejero Ponente: 

Gabriel Valbuena Hernández, actor: Jorge Alirio Salas, demandado: Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales, se 

explica:   

 
“(…) es la sustentación del recurso de apelación, lo que determina la eficacia del 

mismo, pues además de ser requisito de procedibilidad, su sustento o 

fundamentación delimita el alcance del poder decisorio del juez de segunda 

instancia. 

 

En este sentido y de acuerdo con la finalidad del recurso de apelación, resulta 

necesario no solo que el recurrente sustente la decisión sino que lo haga de la 

forma adecuada, es decir, que no solamente debe manifestar los asuntos que 

considera lesivos de sus derechos, sino además los motivos de 

inconformidad en concreto respecto del fallo del A-quo, los cuales determinarán 

el objeto de análisis del Ad quem y su competencia frente al caso. 

 

Lo anterior demanda un grado de congruencia inequívoco entre el fallo 

recurrido y la fundamentación u objeto de la apelación, fuera de lo cual, se 

estaría desconociendo el debate jurídico y probatorio que fundamentó la decisión 

del juez de primera instancia, como también la finalidad y objeto mismo de la 

segunda instancia.” (Negrillas para denotar). 

 
1Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 26 de noviembre 
de 2014, Radicación No. 76001-23-31-000-1998-01093-01(31297), C.P.: Carlos Alberto Zambrano Barrera, Actor: 
Consorcio Aguas del Pacífico y otros, demandado: Municipio de Buenaventura.    
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La congruencia del recurso de apelación como requisitos de procedibilidad 

del mismo, fue reiterado en la sentencia del 1 de agosto de 2018, Radicación No. 

73001-23-31-000-2014-00160-01(3026-15), de la Sección Segunda, Subsección 

A, Consejero Ponente: William Hernández Gómez, en la cual se precisa que la 

falta de este requisito conlleva a que el recurso carezca de objeto, a saber: 

 

“(…) Es así como las razones aducidas por el recurrente en la sustentación de la 

apelación demarcan la competencia funcional del juez de segunda instancia, por lo 

cual, si no existen dichas razones o motivos de discrepancia con la sentencia 

dictada, el recurso carece de objeto… 

(…) 

En consecuencia, un escrito de apelación que no contenga argumentos 

tendientes a desvirtuar las razones que fundamentan el fallo de primera 

instancia, impide un reexamen de los mismos de carácter oficioso por parte 

de la segunda instancia, por cuanto, tal como ya se ha dicho, en el sub lite, la 

impugnante se refiere en su recurso a unos fundamentos y consideraciones 

diferentes de los adoptados por el a quo para proceder a ordenar la indexación de la 

primera mesada del demandante. 
En este sentido y de acuerdo con la finalidad del recurso de apelación, resulta 

necesario no sólo que el recurrente sustente la decisión, sino que lo haga de la 

forma adecuada, indicando en concreto los motivos de inconformidad respecto del 

fallo del a quo, los cuales determinarán el objeto de análisis del ad quem y su 

competencia frente al caso. Lo anterior requiere un grado de congruencia entre 

el fallo recurrido y la fundamentación u objeto de la apelación, fuera de lo cual, 

se estaría ante una trasgresión al debate jurídico y probatorio que fundamentó la 

decisión del juez de primera instancia, así como la finalidad y objeto mismo de la 

segunda instancia. 

(…) 

En este sentido, no es dable al juez asumir cargas que corresponden a las 

partes procesales, ello desvirtuaría su papel imparcial en el juicio, esto es, en 

el evento en que una de las partes está inconforme con la sentencia, es su 

responsabilidad atacar la decisión poniendo en conocimiento, tanto del juez como 

de la parte favorecida con la sentencia, las razones que en su criterio, dejan sin 

fundamento la providencia judicial, de manera que la parte no recurrente pueda 

exponer, en ejercicio de su derecho de defensa, las razones por las cuales 

considera que la decisión merece ser confirmada”. (Resalta el Despacho). 

 

En el caso objeto de estudio, se advierte que el a quo, mediante auto del 

once (11) de diciembre de dos mil diecinueve (2019), aprobó la liquidación del 

crédito por la suma de $21.883.535,98 y rechazó la objeción presentada por la 

entidad ejecutada, al considerar que aplicó una cesación de intereses durante un 

periodo que no fue objeto de debate en la etapa procesal pertinente, ni cuenta con 

respaldo probatorio.  

 

Mediante memorial radicado el 18 de diciembre de 2019, el apoderado de la 

entidad ejecutada presentó recurso de apelación contra la mentada providencia 

alegando (i) que la normativa aplicable para la liquidación de los intereses es el 

Decreto 2469 de 2015, en consonancia con lo establecido en las Circulares 10 y 

14 de 2014 de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y (ii) que no 

hay lugar al pago de intereses, pues el proceso de liquidación de CAJANAL 

E.I.C.E. configuró una fuerza mayor para el cumplimiento de las obligaciones a su 

cargo.  
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Así las cosas, advierte el Despacho que los dos argumentos plasmados en 

el recurso de apelación interpuesto por la entidad ejecutada, en primer lugar, no 

son congruentes con las razones expuestas por el a quo para rechazar la objeción 

a la liquidación del crédito y, en segundo lugar, son temas que fueron absueltos en 

el trámite del proceso, específicamente, en la sentencia del 14 de febrero de 2019, 

a través de la cual esta Corporación confirma la orden de seguir adelante la 

ejecución.  

 

Es así como, le asiste razón al a quo de declarar desierto el recurso de 

apelación por ser incongruente, es decir, por no tener una sustentación adecuada. 

Por lo tanto, en la parte resolutiva de esta providencia se confirmará el auto objeto 

del recurso de queja.  

  

 En mérito de lo expuesto, se  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- Confirmar el auto del diecinueve (19) de febrero de dos mil veinte 

(2020), mediante el cual el Juzgado Cincuenta y Dos (52) Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá, D. C., declaró desierto el recurso de apelación contra 

el auto que aprobó la liquidación del crédito, por carencia de objeto.  

    

SEGUNDO.- Ejecutoriado el presente auto, devuélvase el expediente al juzgado 

de origen. 

 

El expediente de la referencia puede ser consultado en línea a través del aplicativo 

SAMAI, en el siguiente link:  http://samairj.consejodeestado.gov.co/ 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

 

 

 

CERVELEÓN PADILLA LINARES 
Magistrado 

CPL/erru 
 

http://samairj.consejodeestado.gov.co/























